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Valledupar, noviembre 29 de 2021. - 
 

1. ASUNTO A TRATAR 
 
Se decide la acción de tutela presentada por HOLMES JOSÉ RODRÍGUEZ ARAQUE, en calidad de agente oficioso 
de JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA, en contra de CAJACOPI EPS.-S Y SECRETARÍA DE SALUD 
DEPARTAMENTAL., para la protección de sus derechos fundamentales a la salud en conexidad con el derecho 
fundamental a la vida. 
 

2. HECHOS: 
 
En síntesis, relatan los hechos de esta acción de tutela que: el señor JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA, 
perteneciente a la tercera edad (65 años) diagnosticado con TUMOR DE COMPORTAMIENTO INCIERTO O 
DESCONOCIDO DEL HIGADO, DE LA VESICULA BILIAR Y DEL CONDUCTO BILI, que el médico especialista 
ordenó dentro del plan de tratamiento: - HOSPITALIZADO - DIETA SIN SAL - L. RINGER: PASAR A 100cc/hora - 
AMPICILINA SULBACTAM (3gr) IV CADA 8 h..FI:(03/11/2021) - METOCLOPRAMIDA (10mg) IV CADA 8 h - 
VITAMINA K (10mg) IV CADA 8 h - HBPM (40mg) SC DÍA - ESOMEPRAZOL (40mg) VÍA ORAL DÍA - 
PROPRANOLOL (40mg) VÍA ORAL DÍA - FUROSEMIDA (40mg) VÍA ORAL DÍA - ESPIRONOLACTONA (100mg) 
VÍA ORAL DÍA - CONTROL DE PESO DIARIO ESTRICTO Y ANOTAR EN TABLA DE SIGNOS VITALES - 
PENDIENTE AUTORIZAR VALORACIÓN POR NEUMOLOGÍA POR LESIÓN A NIVEL DEL BRONQUIO 
SUPERIOR IZQUIERDO (06/11/2021) - PENDIENTE AUTORIZAR VALORACIÓN POR RADIOLOGÍA 
INTERVENCIONISTA PARA REALIZAR PARACENTESIS GUIADA POR ECOGRAFÍA (06/11/2021) - 
PENDIENTE REPORTE DE RNM DE ABDOMEN CONTRASTADA (06/11/2021, los cuales a la fecha no ha sido 
posible por ningún medio lograr que la EPS, le autorice los servicios médicos deprecados. 
 
Que la negativa de la entrega de los medicamentos se constituye en una afrenta contra el derecho a la salud del 
señor JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA, que, aun así, no esté catalogado en nuestra Carta Magna como 
fundamental, la vasta jurisprudencia desarrollada por la Honorable Corte Constitucional le ha dado el carácter de 
tal, pues para nadie es un secreto, que, al violentar el derecho a la salud, se podría estar violentando por conexidad 
el mismísimo derecho a la vida.  
 
 

3. PRETENSIONES 
 

Con base en los hechos narrados, la accionante solicita al despacho lo siguiente:  
 
Tutelar los derechos fundamentales a la salud en conexidad con el derecho fundamental a la vida, del paciente 
JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA. 
 
Que se le tutelen sus derechos fundamentales, en consecuencia, se ordene a CAJACOPI EPS.-S Y SECRETARÍA 
DE SALUD DEPARTAMENTAL, realizarle al señor JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA la REMISIÓN A 
HEPATOLOGÍA IV NIVEL EN CENTRO DE TRASPLANTE PARA EVALUACIÓN PRE TRASPLANTE, tal y como 
fue ordenado dentro del plan de tratamiento, hasta que su patología lo requiera, 
 
Así como ORDENAR a CAJACOPI EPS, para que, en adelante, le brinde TRATAMIENTO INTEGRAL para sus 
patologías de HIPERTENSIÓN y DOLOR PRECORDIAL. 
 

6. TRAMITE SURTIDO POR EL JUZGADO 
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Por auto de fecha noviembre 19 de 2021 se admitió la solicitud de tutela y se notificó a la entidad accionada, para 
que en el término de doce (12) horas contadas a partir de la comunicación, rindieran informe respecto a los hechos 
mencionados. Adicionalmente y se decretó como medida provisional, ordenar a CAJACOPI EPS.S., que expida 
autorización y realice los trámites correspondientes para la remisión INMEDIATA del sr JULIO ENRIQUE BUELVAS 
GARCIA a hepatología IV nivel en centro de trasplante para evaluación pre trasplante, que le fuera ordenado por 
su médico tratante, Dr. RODRIGO ANTONIO DAZA FERNANDEZ por causa de su patología.  
 
RESPUESTA DE CAJACOPÍ EPS-S.  
 
Que, efectivamente el señor JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA es afiliado a CAJA DE COMPENSACIÓN 
FAMILIAR CAJACOPI ATLÁNTICO EPS SECCIONAL CESAR a la cual se le han suministrado todas las ayudas 
diagnósticas y servicios ordenados por los galenos tratantes. 
 
La EPS, accionada, manifestó que el señor JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA falleció en días anteriores, razón 
por la cual de acuerdo a la normatividad vigente y La jurisprudencia en casi todos esos supuestos ha sostenido 
que la circunstancia de la muerte conduce, como se dijo, a una carencia actual de objeto y ésta, a su vez, a la 
improcedencia de la tutela, por cuanto cualquier orden que se pudiera emitir sería ineficaz para la protección de los 
derechos fundamentales; sin embargo, en otros casos, esa consecuencia se ha calificado como la ausencia de 
interés legítimo o jurídico y así se ha declarado, o sencillamente, se ha entendido como sustracción de materia; 
terminación del asunto; cesación de la causa que generó el daño de la acción, de la actuación impugnada, o de la 
situación expuesta.  

PROBLEMA JURÍDICO 

Corresponde al Juzgado determinar si es procedente o no, conceder la protección tutelar solicitada por JULIO 
ENRIQUE BUELVAS GARCIA, para sus derechos fundamentales a la salud en conexidad con el derecho 
fundamental a la vida, los cuales considera vulnerados por la entidad accionada, CAJACOPI EPS-S., con su 
decisión de no autorizarle el procedimiento denominado la REMISIÓN A HEPATOLOGÍA IV NIVEL EN CENTRO 
DE TRASPLANTE PARA EVALUACIÓN PRE TRASPLANTE, tal y como fue ordenado dentro del plan de 
tratamiento, hasta que su patología lo requiera 
.  
TESIS DEL DESPACHO. 
 
La respuesta que viene a ese problema jurídico es la de negar la protección tutelar requerida por el accionante, 
eso en consideración a que ya las pretensiones contenidas en su demanda de tutela fueron satisfechas por la parte 
accionada, lo que hace que estemos en presencia de una carencia actual del objeto por daño consumado 
.  

7. CONSIDERACIONES 
 
Procedencia de la Acción de Tutela 
 
Previo a definir la cuestión debatida habrá de decirse que, la Constitución de 1991 en su art 86 consagró la acción 
de tutela como un mecanismo novedoso y eficaz, desarrollada mediante la expedición del Decreto 2591 de 1.991, 
la cual tiene operatividad inmediata cuando quiera que a una persona se le violen o amenacen derechos 
constitucionales fundamentales, por la acción u omisión de una autoridad pública y excepcionalmente por 
particulares. Por tal razón, puede ser ejercida ante los Jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, 
por sí mismo a través de representante o agenciando derechos ajenos cuando el titular de los mismos no está en 
condiciones de promover su propia defensa.  
 
Dicha herramienta se establece como uno de los elementos invaluables del Estado social democrático de 
derecho, anclado en la prevalencia del hombre y el reconocimiento de los derechos que le son ingénitos, los 
derechos fundamentales de la persona.  
 
Naturaleza de la Acción de Tutela 
 
Sobre la naturaleza de la mencionada acción, se tiene que aquella ostenta un carácter subsidiario, en cuanto no 
procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la 
medida en que complementa aquellos medios previstos en el ordenamiento que no son eficaces para la protección 
de los derechos fundamentales. 
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Derechos a la seguridad social, la salud y la vida en condiciones dignas. Reiteración de jurisprudencia.  

“En múltiples pronunciamientos la Corte Constitucional ha analizado la seguridad social y la salud, particularmente 
a partir de lo estatuido en los artículos 48 y 49 superiores, catalogados en el acápite de los derechos sociales, 
económicos y culturales; no obstante ello, se les ha reconocido expresamente carácter de derechos fundamentales 
per se, ubicados como un mandato propio del Estado social de derecho, hacia el ensamblaje de un sistema 
conformado por entidades y procedimientos tendientes a procurar una cobertura general, ante las contingencias 
que puedan afectar el bienestar social, orgánico y psíquico de los seres humanos. Están erigidos y garantizados 
con sujeción a los principios de eficiencia, continuidad, universalidad, buena fe y solidaridad, para la prevención, 
promoción y protección de la salud y el mejoramiento y apuntalamiento de la calidad de vida de los asociados…” 

Derecho a la Salud 
 
En cuanto al derecho a la salud consagrado en el artículo 49 de la Constitución Nacional, se establece que, es un 
servicio público a cargo del Estado, con miras a garantizar a todas las personas el acceso a los servicios de 
promoción, protección y recuperación de la salud. Asimismo, es un derecho fundamental, de conformidad con la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional y la Ley 1751 de 2015. 
 
El Sistema General de Seguridad Social en Salud establecido en la Ley 100 de 1993 ha dispuesto los mecanismos 
por medio de los cuales se hace efectivo el derecho fundamental a la salud de los colombianos, y con relación a 
las prestaciones que dicho sistema asegura para sus usuarios, la Resolución 5269 del 22 de diciembre de 2017 
estableció el ahora denominado “Plan de Beneficios en Salud”  
 
En este sentido ha dicho por la Jurisprudencia Constitucional que, es la facultad que tiene todo ser humano de 
mantener la normalidad orgánica funcional, tanto física como en el plano de la operatividad mental, y de 
restablecerse cuando se presente una perturbación en la estabilidad orgánica y funcional de su ser. Definición que 
responde a la necesidad de garantizar al individuo una vida en condiciones de dignidad, toda vez que la salud es un 
derecho indispensable para el ejercicio de las demás garantías fundamentales. (subrayas fuera de texto) 
 
Ahora bien, desde una perspectiva más enfocada en el sujeto, la Corte Constitucional ha definido el derecho a la 
salud, como “(…) un derecho al disfrute de toda una gama de facilidades, bienes, servicios y condiciones 
necesarios para alcanzar el más alto nivel posible de salud.”[47] Incluso, en un sentido más amplio, en términos de 
las dimensiones del sujeto, ha sostenido que se trata de “(…) la facultad que tiene todo ser humano de mantener 
la normalidad orgánica funcional, tanto física como en el plano de la operatividad mental, y de restablecerse cuando 
se presente una perturbación en la estabilidad orgánica y funcional de su ser’, de forma que la protección en salud 
no se limite únicamente a las afectaciones que tengan implicaciones en el cuerpo físico del individuo, sino que, 
además, se reconozca que las perturbaciones en la psiquis, esto es, aquellas que se materializan en la mente del 
afectado, también tienen la virtualidad de constituirse en restricciones que impiden la eficacia de los demás 
derechos subjetivos.”[48] 
 
Tal definición de este derecho, en una comprensión multidimensional, está estrechamente ligada a la noción de 
persona y su capacidad de plantear un proyecto de vida y ejecutarlo. Para la Corte, la ruptura de estas múltiples 
dimensiones por causa de la enfermedad, “(…) se constituye en una auténtica interferencia para la realización 
personal y, consecuencialmente, para el goce efectivo de otros derechos, resultando así afectada la vida en 
condiciones dignas.”[49] 
 
Asimismo, este Tribunal ha sostenido que “(…) cuando un servicio médico resulta indispensable para garantizar 
el disfrute de su salud, este no se puede ver interrumpido a causa de barreras administrativas que no permiten el 
acceso a tratamientos y procedimientos necesarios para recuperar la salud.”[51] 
 

CASO CONCRETO 
 

En el caso bajo estudio se tiene que la accionante manifestó que CAJACOPI EPS.-S Y SECRETARÍA DE SALUD 
DEPARTAMENTAL, le vulnera sus derechos fundamentales a la salud en conexidad con el derecho fundamental 
a la vida del señor JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA negarle a autorizarle el procedimiento denominado la 
REMISIÓN A HEPATOLOGÍA IV NIVEL EN CENTRO DE TRASPLANTE PARA EVALUACIÓN PRE 
TRASPLANTE, tal y como fue ordenado dentro del plan de tratamiento.  
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Por su parte la entidad endilgada informó el fallecimiento del señor JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA situación 
que fue corroborada por el despacho a través de la epicrisis Nº232221, aportada por la accionada en el acápite de 
contestación. 
 
SE INSERTA IMAGEN DE LA EPICRISIS Nº232221 

 

 
 
 

 
 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, no cabe duda que en el presente caso estamos en presencia del fenómeno de 
carencia actual del objeto por daño consumado, por cuanto ya ocurrió la afectación que se pretendía evitar con la 
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presente acción de tutela, toda vez que el accionante falleció y en ese sentido ninguna orden proferida por esta 
juzgadora puede hacer que cese la vulneración o impedir que se materialice el peligro. 
 
Características y límites del fenómeno de la carencia actual de objeto cuando se configura el hecho 
superado o el daño consumado. Reiteración de jurisprudencia  

  
La noción de daño consumado y la configuración del fenómeno procesal denominado carencia actual de objeto, 
ha evolucionado en la jurisprudencia constitucional. En el pasado, la alta Corte consideró que este hecho procesal 
daba pie para declarar la improcedencia de una acción de tutela. De este modo, cuando las situaciones de hecho 
que vulneraban los derechos fundamentales de las personas dejaban de ocurrir, o cuando una violación a las 
garantías fundamentales se había consumado, el juez constitucional interpretaba que era inocuo un 
pronunciamiento judicial de fondo, debido a que este no tendría un impacto real y efectivo en la protección de los 
derechos fundamentales. 

  
Por ejemplo, en la sentencia T-498 de 2000  la alta Corporación resolvió negar una acción de tutela presentada 
por el padre de una niña que padecía un tumor cerebral, cuya EPS se había negado a llevar a cabo una biopsia 
ordenada por los médicos tratantes. Cuando el caso llegó a dicha Corporación, lamentablemente la hija del actor 
había fallecido, razón por la que la Sala de Revisión consideró que el daño consumado impedía el fin primordial 
de la acción de tutela, que no era otro que la protección inmediata de los derechos fundamentales de la niña, 
para evitar que se consumara cualquier violación sobre los mismos. 

  
Ahora bien, durante un tiempo la Corte también declaró que la afectación definitiva de los derechos también daba 
lugar a la improcedencia por carencia actual de objeto por hecho superado. De esta manera, en la sentencia T-
936 de 2002 la Sala Primera de Revisión denegó el amparo que presentó una ciudadana, a través de agente 
oficioso, en la que solicitaba que se le reconociera un tratamiento integral por el lupus que padecía. Cuando la 
Corte seleccionó el caso constató que la persona había muerto, por lo que decidió declarar la improcedencia de 
la acción de tutela por hecho superado, aunque consideró que la negligencia de las entidades involucradas debía 
ser debidamente investigada. 

  
Así mismo, la Corte ha considerado que la carencia actual de objeto se produce por “sustracción de materia”. 
La sentencia T-414 de 2005 analizó la situación de un menor de edad que falleció por no recibir de manera 
oportuna un tratamiento por un cuadro severo de anemia que padecía. En atención a esa circunstancia la Sala 
no emitió una decisión de fondo, pues consideró que esta “caería en el vacío, por sustracción de materia”. Sin 
embargo, concluyó que era necesario compulsar copias a las autoridades competentes para que investigaran la 
negligencia en la prestación del servicio de salud. 

  
De este modo, el enfoque que tenía la Corte en los casos en los que la persona que acusaba una violación de 
sus derechos fundamentales fallecía, conducía a la improcedencia de la tutela por el fenómeno de carencia actual 
de objeto, debido a que cualquier orden que se pudiera emitir sería ineficaz para la protección de los derechos 
fundamentales invocados. Con todo, las salas de revisión reconocieron la eventual responsabilidad de las 
entidades que vulneraron derechos fundamentales y consideraron necesario que las autoridades administrativas 
les impusieran las sanciones correspondientes. A pesar de esos cambios jurisprudenciales, era evidente la poca 
claridad que existía entre la distinción entre hecho superado y daño consumado, y sus efectos frente a la 
posibilidad de pronunciarse de fondo. 

  
La sentencia SU-540 de 2007 unificó los criterios sobre la materia y señaló que el hecho superado se presenta 
cuando por la acción u omisión del obligado, se supera la afectación del derecho fundamental en una magnitud 
que hace inocuo cualquier pronunciamiento del juez de tutela. El hecho superado se debe entender en el sentido 
obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de si se produjo o no la 
satisfacción de lo solicitado en la tutela. 

  
Por su parte, el daño consumado corresponde a la situación en la que se  afectan de manera definitiva los 
derechos de los ciudadanos antes de que el juez de tutela logre pronunciarse sobre la petición de amparo (por 
ejemplo, sobreviene la muerte del accionante). A diferencia del hecho superado, la Corte reconoció que en estos 
casos es necesario pronunciarse de fondo, dada la posibilidad de establecer correctivos y prevenir futuras 
violaciones a los derechos fundamentales. 

  
Por último, la sentencia determinó que la “carencia actual de objeto” se fundamenta en la existencia de un daño 
consumado o de un hecho superado. En suma, la carencia actual de objeto es la consecuencia jurídica del hecho 
superado o del daño consumado y deberá ser el juez de tutela el que determine, en cada caso concreto, si debe 
tomar medidas de reparación del perjuicio ocasionado. 
 
Así las cosas, tiene el despacho que conforme a lo evidenciado en la respuesta de la acción de tutela emitida por 
la entidad accionada en la cual adjunta la epicrisis, el señor falleció el 19 de noviembre antes de ser repartida a 
éste despacho la acción de tutela. 
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En ese orden de ideas, en el transcurso de la tutela ante este despacho, ocurrió el lamentable fallecimiento de la 
accionante JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA, en la que en su momento de presentación de tutela señaló que 
CAJACOPI EPS.-S Y SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL, vulneraba sus derechos fundamentales los 
cuales colocaba en riesgo su vida al negarle la prestación de los servicios médicos, al negarle a autorizarle el 
procedimiento denominado la REMISIÓN A HEPATOLOGÍA IV NIVEL EN CENTRO DE TRASPLANTE PARA 
EVALUACIÓN PRE TRASPLANTE, tal y como fue ordenado dentro del plan de tratamiento, siendo estos 
necesarios para el diagnóstico que padecía y que por tanto su médico tratante le recomendó. 
 
Ahora bien, teniendo en cuenta que el objetivo de la acción de tutela es la protección efectiva, cierta e inmediata 
de los derechos fundamentales, presuntamente vulnerados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública 
o de un particular, en concordancia con el artículo 86 de la Carta Política y el artículo 1° del Decreto 2591 de 1991, 
es necesario que exista un titular de derechos fundamentales, una conducta de una autoridad pública o de un 
particular que vulnere o amenace los derechos de rango constitucional. Lo anterior, para efectos de que la acción 
de tutela proceda y el juez constitucional pueda valorar el caso concreto y llegar a una solución encaminada a 
proteger o restaurar la amenaza o vulneración. 
 
El artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela, “cuando sea evidente 
que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del 
derecho”.  
 
Sin embargo, el parágrafo del artículo 29 del mencionado decreto lo señala, el fallo de tutela no puede ser inhibitorio, 
por lo cual el juez de tutela no puede eximirse de realizar un análisis de fondo sobre el caso concreto.  
 
De ahí que, la Corte Constitucional haya creado el concepto de “carencia actual de objeto”, que puede configurarse 
por la ocurrencia de un hecho superado o de un daño consumado. 
  
Existe un daño consumado cuando el hecho que en el que se fundó la violación o amenaza ya generó el perjuicio 
que se pretendía evitar por medio de la acción de tutela.  
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Igualmente, el juez debe fallar el caso concreto y, si es del caso impartir una orden tendiente a reparar el perjuicio 
producido. 
  
No obstante, resulta pertinente establecer la oportunidad procesal en la cual el supuesto de hecho se superó o dejó 
de existir, porque desde el punto de vista procesal, tiene ciertas implicaciones para el fondo del fallo, esto es si 
fue “i) antes de iniciado el proceso ante los jueces de instancia o en el transcurso de los mismos, o ii) estando en 
curso el trámite de revisión ante la Corte Constitucional.” 
  
En ese sentido, si el fundamento fáctico se superó antes de iniciado el proceso de tutela ante los jueces de instancia 
o en el trámite de la misma, corresponde al juez constitucional declarar la improcedencia de la misma, en virtud de 
lo establecido en el artículo 6 numeral 4 del Decreto 2591 de 1991; teniendo que verificar: (i) si se trata de un hecho 
superado, cómo cesó la vulneración de los derechos fundamentales invocados, o (ii) de tratarse de un daño 
consumado, declarar la improcedencia, analizando la existencia de la consumación del daño.  
 
En el presente asunto conforme se indicó líneas arriba al impetrarse la acción de tutela se afirmó que el accionante 
se encontraba interno en la Clínica del Cesar y en las historias clínicas aportadas en el libelo de la acción de tutela 
se logró determinar que a fecha 16 de noviembre de 2021 el actor fue remitido para evaluación de trasplante 
requiriéndose la necesidad de tal remisión por lo que se dispuso la medida provisional. 
 
Véase. 
 

 

 

 



 REF: FALLO DE TUTELA 
Accionante: HOLMES JOSÉ RODRÍGUEZ ARAQUE, en calidad de agente oficioso de  
                    JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA 
Accionado: CAJACOPI EPS.-S Y SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL   
Radicado: 20001-4003-007-2021-00841-00 
 

 

 

 

 

 



 REF: FALLO DE TUTELA 
Accionante: HOLMES JOSÉ RODRÍGUEZ ARAQUE, en calidad de agente oficioso de  
                    JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA 
Accionado: CAJACOPI EPS.-S Y SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL   
Radicado: 20001-4003-007-2021-00841-00 
 

 

 

 

 

 

 
 



 REF: FALLO DE TUTELA 
Accionante: HOLMES JOSÉ RODRÍGUEZ ARAQUE, en calidad de agente oficioso de  
                    JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA 
Accionado: CAJACOPI EPS.-S Y SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL   
Radicado: 20001-4003-007-2021-00841-00 
 

 

 
 
 
 
Tal medida se decretó bajo el supuesto que el actor estaba con vida al momento de repartirse la acción de tutela 
al despacho, en fecha 19 de noviembre de 2021 a las  5:49 p.m. De acuerdo con ello devendría determinar que se 
produjo un daño consumado. 
 
 

 
 
La situación del actor era conocida por la accionada , puesto que el medico tratante venía poniendo en conocimiento 
la preocupación por la necesidad de esta remisión   y como plan de manera lo puso de presente esta remisión 
como se puede observar en la historia clínica allegada , sin embargo, se advierte que el actor tenia varias 
complicaciones y el despacho no puede determinar con base en las probanzas que la causa de l fallecimiento 
hubiere sido precisamente la falta de remisión, sin embargo  esta era la causa que motivó a la interposición de la 
acción de tutela ante el centro de servicios desde el 16 de  noviembre de 2021, de manera que al fallecer el actor, 
se dan los presupuestos para afirmar que en este caso se dan los presupuestos para del hecho superado por daño 
consumado. 
 
El daño consumado se encuentra consagrado en el artículo 6º, numeral 4º, del Decreto Estatutario 2591 de 1991. 
Según la jurisprudencia, esta situación es diferente, ya que “la amenaza o la vulneración del derecho fundamental 
han producido el perjuicio que se pretendía evitar con la acción de tutela”1 
  
La jurisprudencia constitucional ha establecido que en el caso del daño consumado, donde previamente a expedirse 
el fallo se afectan definitivamente los derechos fundamentales, es obligatorio “efectuar un pronunciamiento de 
fondo sobre el asunto, con el fin de establecer correctivos y prever futuras violaciones[68]. Bajo ese 
entendido, “el juez constitucional no solo tiene la facultad sino el deber de pronunciarse de fondo, y exponer las 
razones por las cuales se produjo un perjuicio en cabeza del accionante, además de realizar las advertencias 
respectivas, para efectivizar la garantía de no repetición”[69] (negrilla del texto). 
  
Así mismo, en sentencia T-448 de 2004, se relacionaron como hipótesis del daño consumado, la siguientes: “(i) 
cuando el actor fallece y es obvio que desaparecen los fundamentos fácticos que motivaron la solicitud de 
amparo[70], (ii) cuando se ha cumplido el término de la sanción impuesta por medio de un acto administrativo a 
pesar de que se pueda establecer de manera posterior que dicho acto fue expedido con violación al debido 
proceso[71], o (iii) en una hipótesis similar, cuando se ha cumplido el término de la sanción disciplinaria, y por tanto, 
no tendría mayor objeto un pronunciamiento sobre la afectación de los derechos fundamentales originados con la 
actuación investigativa y sancionadora de la Procuraduría2]” 
 
De ahí que, en el caso bajo examen se configure la carencia actual de objeto por daño consumado. Dicha figura, 
de acuerdo a lo expuesto por nuestro Máximo Tribunal Constitucional “tiene como característica esencial que la 
orden del/de la juez/a de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto” y se 

                                                           
1 T-633 de 2017 
2 T-633 de 2017 
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“presenta cuando la vulneración o amenaza del derecho fundamental ha producido el perjuicio que se pretendía 
evitar con la acción de tutela, de modo tal que ya no es posible hacer cesar la violación o impedir que se concrete 
el peligro y lo único que procede es el resarcimiento del daño originado en la vulneración del derecho 
fundamental”.3 

 
Sin embargo, se hace necesario PREVENIR a  CAJACOPI EPS.-S ,  para que eventos como el 

que motivó la presente acción constitucional no vuelvan a ocurrir, pues evidentemente este tipo de negligencia 
pone en grave peligro la vida de los usuarios.  

 
Así las cosas, ante la consolidación de la sustracción de materia, deberá declararse la carencia actual de objeto 
por daño consumado  en este caso. 
 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de Valledupar-Cesar, 
administrando justicia en nombre de La República de Colombia y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: Declarar improcedente la acción de tutela invocada HOLMES JOSÉ RODRÍGUEZ ARAQUE en calidad 
de agente oficio del señor JULIO ENRIQUE BUELVAS GARCIA ( Q.E.P.D) en contra de CAJACOPI EPS.-S Y 
SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL, atendiendo las consideraciones anotadas en la providencia. 
 
SEGUNDO: PREVENGASE  a  CAJACOPI EPS.-S ,  para que eventos como el que motivó la presente acción 
constitucional no vuelvan a ocurrir, pues evidentemente este tipo de negligencia pone en grave peligro la vida de 
los usuarios.  
 
 
TERCERO:  NOTIFICAR este fallo a las partes intervinientes por el medio más expedito (artículo 16 del Decreto 
2591 de 1991).  
 
CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser impugnado este fallo. 
  

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
 
 

LILIANA PATRICIA DIAZ MADERA 
Juez 

 
 
 
 

                                                           
3 Ver entre otras la sentencia T-585 de 2010  


